
 

 

 

Sr. S. de Vega, Presidente La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 2 de 
diciembre de 2021, ha examinado el 
procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de D. yyy1 y de ssss 
España, y, a la vista del mismo y tal 
como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
Sr. Ramos Antón, Consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
 

 
 
 

DICTAMEN 432/2021 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 1 de octubre de 2021, tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyy2, en nombre y representación de D. yyy1 y de ssss España, debido a 
los daños ocasionados en un vehículo por la caída de un árbol. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 6 de octubre de 2021, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo con 
el número de referencia 432/2021, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, previa ampliación de este, tal como dispone el artículo 52 
del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por la Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 25 de noviembre de 2020 tiene entrada en el registro del 

Ayuntamiento de xxxx una reclamación de responsabilidad patrimonial 
presentada por Dña. yyy2, en nombre y representación de D. yyy1 y de ssss 
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España, debido a los daños sufridos el 13 de junio de 2020 en el vehículo 
propiedad de aquel y asegurado por la compañía citada, al caer un árbol sobre 
él, cuando se encontraba correctamente estacionado en una vía del municipio de 
xxxx. Hecho que causó daños en la luna, parabrisas y techo del automóvil, 
resultando afectados ambos laterales. 

 
Dicho vehículo fue considerado como pérdida total, en virtud de dictamen 

pericial de 18 de junio, con un valor venal de 7.335 euros, si bien la aseguradora 
procedió al abono de 1.101,16 euros en concepto de lunas rotas. 

 
Por tanto, teniendo en cuenta el valor venal y el 30 % en concepto de valor 

de afección, se solicita una indemnización para el propietario del vehículo de 
8.424,34 euros, una vez descontada la cantidad abonada por la aseguradora, para 
la que se interesa una indemnización de 1.101,16 euros, abonados al propietario. 

 
Se adjunta documentación relativa a la identificación del vehículo y su 

titularidad, póliza de seguro, informes periciales de valoración y atestado de la 
Policía Local en el que se acredita la realidad del incidente. Posteriormente, previo 
requerimiento del instructor, se aporta diversa documentación relativa al abono 
de las indemnizaciones solicitadas.  

 
Segundo.- Obra en el expediente parte de servicio de la Policía Local de 

13 de junio, en el que se acredita, como causa de los daños, la caída de un árbol 
por causas naturales sobre el vehículo implicado. Se acompaña documento 
gráfico. 
 

Tercero.- El 30 de noviembre de 2020, la empresa adjudicataria del 
contrato de mantenimiento de la zona verde, donde ocurrió el percance afirma 
“(…) qqqq cumplió con su responsabilidad desde el inicio de su contrato al llevar 
a cabo todas las labores necesarias para el buen desarrollo del arbolado, 
marcadas siempre por el Servicio de Parques y Jardines y controladas por ellos 
mismos. 

 
»Se lleva a cabo un mantenimiento de la parte aérea mediante un 

plan de poda anual si procede consensuado con el Servicio de Parques y Jardines 
del Ayuntamiento de xxxx”. 
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Cuarto.- El 1 de diciembre de 2020 el Servicio Municipal de Parques y 
Jardines emite informe del siguiente tenor: “El Servicio de Parques y Jardines 
tiene contratado el mantenimiento de dicha zona verde con la empresa qqqq”. 

 
Quinto.- Concedido trámite de audiencia, el 17 de febrero de 2021 la 

parte reclamante presenta alegaciones en las que reitera su pretensión y aporta 
diversa documentación. 

 
Sexto.- El 30 de septiembre de 2021 se formula propuesta de resolución 

estimatoria de la reclamación. 
 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el dictamen según 
lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, 
del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y competencias de 
las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en el título 

IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas (en adelante LPAC), con las especialidades que 
se recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
No obstante, se incumple el plazo máximo de resolución y notificación 

establecido en su artículo 91.3, lo que no elimina la obligación de dictar resolución 
expresa conforme a lo dispuesto en el artículo 21.1 de la LPAC.  
 

3ª.- Los reclamantes están legitimados para interponer la reclamación, de 
acuerdo con los artículos 4 de la LPAC y 43 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, 
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de Contrato de Seguro, y está acreditada su representación. La competencia para 
resolver la presente reclamación corresponde al Alcalde, sin perjuicio de la 
delegación de competencias que pueda existir, de acuerdo con lo establecido en 
los artículos 124.4.ñ) y 124.5) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo segundo, 
de la LPAC.  

 
La reclamación ha sido interpuesta en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos 
de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 

32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el artículo 54 de 
la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 

que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
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d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre una reclamación de 

responsabilidad patrimonial por daños sufridos en un vehículo a consecuencia de 
la caída de un árbol. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños y 
perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
Por su parte, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, establece que 
“Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, parques, 
aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de la 
competencia de la entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios en materia 

de “Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos”, de 
acuerdo con el artículo 25.2.b) de la LBRL, competencia que en materia de “parque 
público” es obligatoria para municipios de población superior a 5.000 habitantes. 

 
También es de aplicación lo dispuesto en el artículo 1.908 del Código Civil, 

conforme al cual "Responderán los propietarios de los daños causados: (...) 3º.- 
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Por la caída de árboles colocados en sitios de tránsito cuando no sea ocasionada 
por fuerza mayor".  

 
El Ayuntamiento propone estimar la reclamación de responsabilidad 

patrimonial, pues admite la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido y el 
nexo causal entre el resultado dañoso y el funcionamiento de la Administración. 
En la propuesta de resolución afirma que “En el presente supuesto, cabe apreciar 
la existencia de una relación de causalidad entre el daño producido y el 
funcionamiento del servicio público, por cuanto la manifestación del interesado, 
corroborada por el informe del Servicio de Policía acreditan que el evento dañoso 
fue debido al desprendimiento y caída de un árbol sobre el vehículo del 
reclamante estacionado en la vía pública, y este es suficiente elemento probatorio 
para poder afirmar que existe la necesaria relación de causalidad entre el 
funcionamiento del servicio público y el daño producido”. 

 
No obstante, sostiene que ninguna responsabilidad le es imputable y 

residencia está en la esfera de actuación de la empresa encargada de la 
conservación del arbolado, a la que corresponde responder, de acuerdo con la 
legislación contractual, de los eventuales daños ocasionados a terceros, salvo que 
sean consecuencia inmediata y directa de una orden de la Administración o de 
vicios en el proyecto de un contrato de obras, circunstancias que no concurren 
en el presente caso.  

 
Por su parte, la empresa mencionada alega que podría concurrir fuerza 

mayor, ya que el 13 de junio de 2020 y en días anteriores hubo fuertes rachas 
de viento, que alcanzaron los 51,12 km/h. 

 
No obstante, aquella no presenta prueba alguna que acredite la velocidad 

del viento en el momento de producirse el siniestro, lo que impide valorar si en 
el supuesto examinado ha contribuido al acontecer de los hechos y, por ende, si 
ha existido fuerza mayor que pueda determinar la ruptura del nexo de causalidad. 
Por el contrario, en la propuesta de resolución se afirma que “Consultados los 
datos recogidos de la estación cccc (xxxx), y salvo error u omisión, desde el día 
11 al 13 de junio 2020 estos indican que el día 11 la velocidad del viento fue de 
11,3 Km/h, con rachas máximas de 31,54 Km/h; el día 12 la velocidad del viento 
fue de 13,36 Km/h, con rachas máximas de 32 Km/h; el día 13 la velocidad del 
viento fue de 8,57 Km/h con rachas máximas de 23,46 Km/h. Se observa que no 
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coincide con la racha de viento indicada por la contratista, sensiblemente superior 
a las anteriores (…)”. 

 
En todo caso, tales circunstancias no constituirían fuerza mayor, ni por 

ello, causa de extinción de la responsabilidad patrimonial al no alcanzar los 120 
km/h, conforme al Reglamento del Seguro de Riesgos Extraordinarios, aprobado 
por el Real Decreto 300/2004, de 20 de febrero. 

 
Al apreciarse, por tanto, un defectuoso funcionamiento del servicio público 

y al no constar en el expediente negligencia o conducta culposa del accidentado, 
ni acontecimiento generador del daño que pueda calificarse de fuerza mayor, 
concurren los requisitos legales para declarar la responsabilidad patrimonial de 
la Administración, razón por la cual procede estimar la reclamación sometida a 
consulta. 
 

Sentado lo anterior, es preciso advertir que, planteada una reclamación de 
responsabilidad patrimonial frente a la Administración con intervención de un 
contratista, la jurisprudencia considera que existen dos posibilidades a la hora de 
resolver estos procedimientos:  

 
1.- O bien la Administración estima, total o parcialmente, la 

reclamación administrativa por reconocer la concurrencia de un supuesto de 
responsabilidad patrimonial a su cargo, sin perjuicio de la posible acción de 
repetición una vez satisfecha la indemnización. 

 
2.- O bien desestima la reclamación por considerar, como 

fundamento, que la responsabilidad corresponde al contratista, resolución que, 
sin reconocer derecho alguno a ser indemnizado, ni fijar cuantía alguna, deja 
abierta la acción del perjudicado -si está conforme- para reclamar contra el 
contratista por la vía oportuna. 

 
Lo que no podrá hacer la Administración es dictar ambos pronunciamientos 

a la vez. 
 
En estos supuestos el Consejo Consultivo de Castilla y León (por todos, 

Dictámenes 43/2015, 321/2019, 5/2020 o 143/2020) mantiene que “debe ser la 
Administración quien deba responder ante el perjudicado, sin perjuicio de la 
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posibilidad de que aquella pueda repetir frente al contratista encargado de 
prestar el servicio o realizar la obra de que se trate”.  

 
En consecuencia, no es admisible que el Ayuntamiento, por un lado, 

reconozca la responsabilidad objetiva de la Administración y, por otro, intime a 
la empresa contratista a la que imputa la culpabilidad a que efectúe el abono de 
la indemnización a los reclamantes. Por tanto, la Administración deberá satisfacer 
a los interesados la cantidad reconocida, reservándose el ejercicio de la acción 
de repetición contra la empresa. 

 
6ª.- Respecto a los daños reclamados y su valoración, este Consejo 

Consultivo muestra su conformidad con la cuantía indemnizatoria estimada por 
la Administración consultante, en virtud de los diversos dictámenes periciales y 
justificantes de abono, obrantes en el expediente administrativo. 

 
Todo ello sin perjuicio de su actualización de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 34.3 de la LRJSP. 
 
7ª.- Sin perjuicio de las consideraciones anteriores y al constar que la 

parte reclamante ha interpuesto un recurso contencioso-administrativo contra la 
desestimación por silencio administrativo de la reclamación, resulta obligado 
advertir que, en el caso de que en dicho proceso hubiera recaído sentencia firme, 
no procedería ya dictar resolución alguna en vía administrativa, sino dar 
cumplimiento en sus propios términos al fallo de la sentencia. Por ello se 
considera conveniente que, en el caso de dictar resolución estimatoria en el 
presente procedimiento, se comunique al órgano jurisdiccional que juzgue el 
asunto.  
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Procede dictar resolución estimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
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presentada por Dña. yyy2, en nombre y representación de D. yyy1 y de ssss 
España, debido a los daños ocasionados en un vehículo por la caída de un árbol. 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 
 


